Poder Judicial de la Nación

Año del Bicentenario


SENTENCIA DEFINITIVA Nº: 98309                                               SALA II

Expediente Nro.: 26.268/08                                                             (Juzgado  Nº 4)

AUTOS: “MOREIRA, RAMÓN ERNESTO MARTÍN C/ NEXTEL COMMUNICATIONS ARGENTINA S.A. S/ DESPIDO"

VISTO Y CONSIDERANDO:

En la Ciudad de Buenos Aires, el
05/08/2010               , reunidos los integrantes de la Sala II a fin de considerar los recursos deducidos en autos y para dictar sentencia definitiva en estas actuaciones, practicado el sorteo pertinente, proceden a expedirse en el orden de votación y de acuerdo con los fundamentos que se exponen a continuación.

La Dra. Graciela A. González dijo:

 
                               
        
Contra la sentencia de primera instancia que admitió parcialmente la demanda instaurada se alzan ambas partes a tenor de los memoriales que lucen a fs. 273/4 –demandada- y fs. 277/82 -actora., mereciendo ambos réplica de la contraria. Asimismo, el letrado de la parte actora y los peritos ingeniero y contador apelan los regulados a su favor por reputarlos insuficientes.

                                               

La accionada se agravia por cuanto la judicante de grado concluyó que la falta cometida por el actor no justificaba la medida extrema adoptada por la principal, esto es, el despido. Subsidiariamente, cuestiona el acogimiento del reclamo fundado en el art. 2º de la ley 25.323.

                                                  
Por su parte, la actora se queja por el rechazo de las multas previstas en los arts. 1º de la ley 25.323 y 80 de la LCT, de la sanción reclamada con sustento en los arts. 275 LCT y 9 de la ley 25.013 y de las diferencias salariales peticionadas.

                                                   
Delimitados de este modo los temas traídos a conocimiento de este Tribunal, razones de orden metodológico imponen dar tratamiento, en primer lugar, a los reparos recursivos de la parte demandada referidos a la viabilidad de la acción.

                                                  
En forma preliminar, se impone puntualizar que arriban firmes a esta alzada los siguientes extremos: 1) que el actor fue despedido ante el reconocimiento de “haber atendido la cantidad de  5.297 llamadas “cortas” (de hasta 20 segundos; 1564 de ellas de menos de 10 segundos) cuando el promedio de los restantes 109 empleados que cumplen sus misma función ha sido de 91,83 llamadas, y desde el 1º al 11 de agosto atendió Ud. la cantidad de 780 llamadas “cortas” (235 de ellas de menos de 10 segundos) mientras que los restantes 109 empleados promediaron 31.18 llamadas, sin brindar explicación alguna de ello y surgiendo de tales datos que Ud. no ha brindado ningún tipo de atención a los clientes cuyos llamados atendiera (por imposibilidad material de hacerlo en tan cortos lapsos), dañando con dicha actitud en forma seria la imagen de la empresa…”;  2) la acreditación del sistema de logueo a la computadora y teléfono de los empleados de la accionada mediante clave y contraseña; 3) la falta de acreditación de el carácter individual y privado de su utilización por cuanto –en ocasiones- los empleados se facilitaban las claves para acceder al sistema; 4) que el actor estuvo de vacaciones en el mes de agosto/08, habiendo trabajado sólo el día 11; 5) que no se puede imputar al demandante la totalidad de las llamadas “cortas” atribuidas por la demandada, aunque sí una parte de ellas.  

                                                  
La sentenciante de grado consideró que la falta relatada por el testigo Fernández (fs. 182/5), quien había monitoreado personalmente al actor, constatando que cortaba las llamadas entrantes que recibía, no justificaba la extinción del vínculo. Así lo decidió por entender que la falta era pasible de ser reprimida mediante la aplicación de otras medidas disciplinarias existentes en el marco del contrato de trabajo no tan gravosas como el despido, y que la utilización de claves ajenas impedía atribuir la totalidad de llamados a Moreira, que éste carecía de antecedentes disciplinarios en los cuatro años de relación laboral, que no se había acreditado que se hubiese instruído previamente al trabajador sobre el punto, y que no se habían acompañado reportes anteriores de llamadas a fin de efectuar un cotejo entre las anteriores y las involucradas en el período aludido por la demandada. 

                                                   
Tal decisión motiva la queja de la accionada, quien disiente con la magistrado de la anterior instancia en cuanto considera que la falta cometida por Moreira no resultaba justificativa del despido. Sostiene, en apoyo de su postura adversa al decisorio en crisis, que la inconducta en cuestión trajo aparejada la desatención de clientes que llamaban por teléfono por diversos motivos (mayormente quejas), dañando con dicha actitud en forma seria la imagen de la empresa. En definitiva, arguye que no se trata de una falta más, sino de una acción deliberada del trabajador de suma gravedad que dañó la imagen de la empresa y justificó –a su entender- su despido. 

                                                
Analizada la causa, en el marco de las alegaciones formuladas, anticipo que la queja no será receptada. 

                                                     
Ello por cuanto, aún cuando no es objeto de discusión que el actor incurrió en la falta aludida, aunque no se advierte acreditada en la magnitud que le imputara la principal pues no fue corroborado que la totalidad de las llamadas fueran realizadas por el demandante, deben ponderarse algunas circunstancias que me llevan a concluir de tal modo. Es decir, considero que el incumplimiento cometido por el dependiente al no realizar diligentemente las acciones en que, justamente, consistían sus tareas, reviste cierta gravedad y merecía ser sancionado, pues no se puede soslayar que la tarea del actor que surge ampliamente acreditada mediante la prueba testimonial (Silveira –fs. 119/22-, López García –fs. 110/2- y Pincén Benítez –fs. 137/41-) consistía en la atención de llamadas entrantes de los clientes y la realización de llamadas salientes en el sector de cobranzas, por lo que el corte de dichas llamadas referido por el testigo Fernández implica lisa y llanamente el incumplimiento de su labor.

                                          
     
Ahora bien, reiteradamente he sostenido que la gravedad de la injuria que se requiere para dar por justificado el despido -cuando existe un único incumplimiento- debe tener entidad suficiente para imposibilitar por sí mismo la continuación del vínculo. 

                                           

Es decir que para que se encuentre habilitada la facultad de rescindir el contrato de trabajo con causa, el agravio dirigido de una parte hacia la otra debe ser de una total gravedad que destruya los fundamentos de la relación obrero- patronales y resulte incompatible con su carácter. Se trata de un obrar contrario a derecho o incumplimientos que asuman una magnitud suficiente como para desplazar el principio de conservación del contrato, regido por el art. 10 de la LCT.

                                                
Empero, efectuado el análisis de la falta invocada como fundamento del despido (que, como se dijo, ha quedado parcialmente acreditada) a la luz del principio de conservación del contrato de trabajo recién mencionado, del deber de buena fe (art. 63 LCT), y del principio de proporcionalidad que exige el legítimo ejercicio del poder disciplinario del empleador (art. 67 LCT), y teniendo en cuenta que el trabajador carecía de antecedentes de tal índole, estimo que la demandada, en el marco del principio de proporcionalidad, debió haber aplicado previamente una sanción menor a fin de, no sólo reprender la inconducta cometida, sino también reencausar al trabajador a modificar la misma.

                                                 
Desde esta perspectiva de análisis es que coincido con la judicante de grado en que el despido decidido por la patronal resultó, en el marco de las circunstancias del sublite, desproporcionado con la falta cometida y, por tanto, injustificado, por lo que propongo confirmar el decisorio de grado en cuanto así dispone.

                                               

Idéntica suerte correrá la queja vertida por la accionada en orden al acogimiento de la sanción dispuesta por el art. 2º de la ley 25.323.

                                                  
En primer término, creo preciso memorar que, según la redacción vigente a la época del distracto, son requisitos de viabilidad de dicha sanción los siguientes: la existencia de un despido injustificado, la intimación fehaciente al empleador en pos del pago de las indemnizaciones previstas en los arts. 232/3 y 245 de la LCT, el incumplimiento a tal intimación y el inicio de acciones judiciales o cualquier instancia previa de carácter obligatorio para percibirlas.

                                                  
La normativa en análisis se refiere al despido que da derecho al cobro de las indemnizaciones señaladas, pero no distingue la forma en que el mismo hubiese sido dispuesto. Es así que puede ser decidido sin invocación de causa, o invocando una que a la postre no resulte acreditada o que, probada, no resulte suficiente para extinguir el vínculo, convirtiéndolo así en incausado, o incluso de modo indirecto, siempre que se acredite la veracidad de las causales denunciadas por el trabajador, así como su entidad injuriante (cfr. arts. 242 y 246 LCT).

                                                     
Conforme lo expuesto, considero que se encuentran reunidos en el caso los presupuestos fácticos para la procedencia de la sanción, antes señalados y, en la medida en que no se advierten en el sublite circunstancias que conduzcan a su morigeración o supresión, propongo confirmar el decisorio de grado en cuanto en tal sentido decide. 

La solución propuesta sella la suerte adversa de la queja vertida por la parte actora en relación al rechazo de las sanciones previstas en los arts. 275 de la LCT y art. 9 de la ley 25.323.

                                    
En efecto, la judicante de grado concluyó que el acogimiento del incremento indemnizatorio previsto en el art. 2º de la ley 25.323 motivaba el rechazo de la sanción antedicha por entender que la recepción de aquél vulneraba el principio non bis in idem.

                                                   
En cuanto a la interpretación de la norma, coincido con lo expuesto por el sentenciante de grado por cuanto la condena incluye la multa prevista en el art. 2 de la ley 25.323 y, en reiteradas oportunidades he sostenido que la aplicación acumulada de ambas disposiciones legales violaría el principio non bis in idem en tanto se estaría propiciando castigar al empleador dos veces por la misma inconducta, lo cual deviene a todas luces irrazonable, sin lograr conmover los argumentos recursivos la conclusión apuntada. 

                                      
Pero, aún soslayando este aspecto, considero que la presunción impuesta en dicha normativa se encuentra desvirtuada en el sublite, toda vez que la conducta asumida por la empleadora no puede considerarse dilatoria u obstruccionista sino que, por el contrario, ejerció válidamente su derecho de defensa en juicio frente a la controversia suscitada en torno al salario que, si bien no justifica el pago insuficiente de las indemnizaciones verificado en la lid, ni la omisión de abonar alguna de ellas –motivo por el cual se la condenó al pago de la indemnización dispuesta en el art. 2º de la ley 25.323 sobre la prevista en el art. 233 de la LCT- tampoco implica considerar que hubiese incurrido en una conducta temeraria y maliciosa.

                                


El accionante cuestiona la decisión de la sentenciante de grado en cuanto rechaza el reclamo de diferencias salariales derivadas de la aplicación del CCT 130/75, conclusión a la que arribó por entender que las sumas que había percibido el trabajador eran superiores a las previstas por el pretendido CCT201/92.

                                                    
Arguye la quejosa que, contrariamente a lo decidido en la anterior instancia, el informe pericial contable da cuenta de una diferencia mensual del orden de $637,32 mensuales por lo que solicita la recepción del reclamo.

                                                    
Asimismo, en el segmento de la queja referido al art. 1º de la ley 25.323, expone distintas circunstancias fácticas por las cuales considera de aplicación al sublite el CCT 201/92, relativas principalmente a la actividad de la demandada.

                                                
A fin de analizar la viabilidad de la queja, creo necesario detenerme, en primer término, en la cuestión relativa al encuadre convencional pretendido. 

                                                     
En forma preliminar, corresponde dejar sentado –compartiendo los argumentos del Fiscal General en el dictamen Nº 47.506 del 16/12/08 emitido en autos “Pentacolo, Javier c/ Estrella Satelital s/ despido” (SD 96325 del 29/12/08, del protocolo de esta Sala)- que los convenios colectivos de trabajo, una vez homologados por la autoridad de aplicación tienen efectos erga omnes para todos los trabajadores y empleadores del ámbito de actividad previsto en el mismo, aún cuando no lo hayan suscripto en la medida en que se los pueda considerar representados real o fictamente mediante la convocatoria que la autoridad de aplicación efectuara al momento  de  la  negociación,  salvo  obviamente  el caso  de  los  convenios  de empresa. 

                       


Es decir que en el caso se trata de analizar una cuestión de encuadramiento convencional a cuyo efecto, no sólo es necesario saber si la entidad sindical signataria ejercía la representación de los trabajadores del sector sino, además, si la entidad demandada suscribió el convenio en forma directa o estuvo representada por otra que asumía ese rol (el de representante) en la actividad. Como lo han sostenido reiteradamente diversas Salas de esta Excma. Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, no puede resultar aplicable a las relaciones de la demandada con su personal un convenio colectivo que no suscribió y en cuya celebración no estuvo representada (conf. CNAT, Sala III, 31-10-86, sent. 53359, “Busso C/ Vialco SA”; Sala VI, 27-10-80 “Odear c/ Constructora Salto Grande SA” en T. y S.S. 1981, pág. 24; Sala V, 30-12-87 sent. 40516 “Landaburo, Walter c/ Amadeo Quiroga Transportes SA”, esta Sala in re “Magariños Carolina Fernanda c/Galeno Argentina S.A. s/ diferencias de salarios”, sent. 95.109, del 10/7/07). Como también se ha señalado, la circunstancia de que una entidad gremial ejerza la representatividad de cierto grupo de trabajadores no implica que los convenios colectivos que celebra con alguna o algunas entidades patronales o empresariales, hayan de valer para cualquier empleador, de cualquier actividad que fuere, porque la representación válida de éste es requisito básico para ello, en los términos del art. 9 de la ley 14250 (t.o. 1988) (conf. CNAT, Sala VII, 29-10-93, “Federación Unica de Viajantes de la R.A. c/ Etchart Arnaldo SA”, comentado por Rodríguez Mancini en D.T. 1994-A, pág. 212). 

                                                    
Sentado ello cabe destacar que el artículo 1º del citado convenio, al delimitar el ámbito de aplicación de sus disposiciones, establece que “Los acuerdos contenidos en la presente Convención Colectiva de Trabajo serán de aplicación en todo el país para los trabajadores de la actividad telefónica de las empresas y/o entidades prestatarias de dichos servicios, cuya representatividad ejerzan la Federación de Obreros y Empleados Telefónicos de la República Argentina o sus Sindicatos”.

                                                     
Según lo informado por la perito contadora, la demandada tiene por objeto social la prestación de servicios de telecomunicaciones, más específicamente la “venta de servicios de radiocomunicaciones móviles” (ver respuesta al punto 23, fs. 219).

                                                    
Asimismo, la Comisión Nacional de Telecomunicaciones informó a fs. 163 que la empresa Nextel Communications Argentina S.A. posee licencia para la prestación de los siguientes Servicios de telecomunicaciones: servicio de telefonía local, servicio de telefonía Larga Distancia Nacional y servicio de telefonía de larga distancia internacional, entre otros. 

                                                        
En tal contexto, cabe concluir que la pretensión de la empleadora de que tal norma convencional no resulta aplicable por cuanto su actividad es la venta de servicios de “radiocomunicaciones” (comunicaciones por radio, conforme fs. 38) y no por vía telefónica,  deviene, a esta altura, inatendible.                                        


Del mismo modo, considero que, en atención a la actividad de la demandada, la circunstancia de que esta última no se encuentre enumerada expresamente dentro de empresas signatarias del convenio mencionado, en cuya nómina figuran la FOEESITRA por la parte trabajadora y, por la empleadora, Telefónica Argentina S.A., Telecom. Argentina S.A., Startel S.A. y Telintar S.A. dicha circunstancia, no la excluye de su aplicación. 

                                                   
Ello por cuanto, como se expuso anteriormente, debe considerarse no solo la representación real sino también la ficta, y, toda vez que la normativa convencional en análisis resulta de aplicación a las empresas que prestan servicios telefónicos,  resulta evidente que en la suscripción de ese convenio debió intervenir la demandada, sin que obste a tal conclusión el hecho de que figuren otras empresas por cuanto el convenio citado no es un convenio de empresa sino de actividad. 

                                                     
En tal contexto, considero que le asiste razón al accionante cuando pretende que la relación laboral debió regirse por el CCT 201/92 de la actividad telefónica y no por el CCT 130/75 que rige a los empleados de comercio.

                                                
Sentado lo expuesto, corresponde analizar la posible existencia de diferencias pecuniarias que derivarían de la aplicación de la citada normativa colectiva. 

                                              

A tal efecto cabe remitirse al  informe pericial contable obrante a fs. 212/21 en el que se detallan los salarios percibidos por el trabajador y el que le hubiera correspondido si la demandada hubiese aplicado el CCT 201/92. 

                                                  
Asimismo, el perito informa que, del cotejo del salario básico más presentismo correspondiente a la categoría A del CCT 130/75 (total $1.433,22) y el salario correspondiente a la categoría 1 más adicionales por Ley 26.341, Acta 29/12/05, Viáticos, Tarifa telefónica y Tarjeta telefónica –CCT 201/92- (total $ 2070,54), surgía una diferencia mensual de $637,32 (fs. 218, punto 20).

                                                     
Luego aclara que el importe pagado por la demandada era superior al mínimo que fijaba el CCT 130/75, y que el mismo era superior al del CCT 201/92 citando como ejemplo el mes de julio/08 en que el actor percibió como rubros mensuales, normales y habituales la suma de $2.405,17, mientras que según el CCT 201/92 hubiese percibido $2.070,54 (fs. 218, punto 21).

                                                
Teniendo en cuenta el fundamento de la judicante de grado, los términos de los agravios formulados y lo informado por el perito contador, concluyo que, sin perjuicio de lo expuesto en torno a la aplicación del CCT 201/92, lo cierto es que la accionada abonaba al trabajador –en el caso concreto bajo examen- sumas superiores a las de este último por lo que, en el marco de la queja articulada, propongo confirmar el decisorio de grado en cuanto desestima el reclamo de diferencias salariales. 

                                                 
Se agravia la parte actora por el rechazo de la pretensión esgrimida con fundamento en el art. 1º de la ley 25.323, dispuesto por la sentenciante de grado ante la ausencia de los recaudos necesarios para su procedencia. 

                                                    
La apelante sostiene que, toda vez que la accionada encuadra a su personal (como lo hizo con el actor) en el CCT 130/75, cuando conforme su actividad debe hacerlo en el CCT 201/92, cabe concluir que la relación laboral se encontraba, al momento del distracto, “deficientemente registrada”, calificando de “cerrada” la postura doctrinaria y jurisprudencial según la cual este último supuesto ocurre solamente cuando la irregularidad registral se refiere al salario o a la antigüedad.  

                                                 
Al respecto considero que, sin perjuicio de lo expuesto anteriormente en relación al encuadre convencional, que se encuentra corroborado por los informes brindados por IGJ (fs. 68/98), CNC (fs. 162/4) y Foesytra (fs. 195/210), el hecho de que el actor debiera estar categorizado bajo el CCT 201/92 no habilita la procedencia de la sanción reclamada.

                                                     
En efecto, cabe poner de resalto que la ley 24.013 (cuya finalidad intrínseca es la misma que la del art. 1º de la ley 25.323) creó un sistema específico para multar el trabajo total o parcialmente clandestino, en razón de que la clandestinidad priva al trabajador del goce de los beneficios sociales respectivos y provoca perjuicios a múltiples sujetos (trabajador, obra social, sindicato, régimen tributario en general, etc.). Ello por cuanto, al no ser registrado (o siendo falsa, incompleta o incorrecta la registración) el dependiente no accede a los servicios de una obra social, no está cubierto por el régimen de la ley 24.557,  no  recibe  asignaciones  familiares, eventualmente se verá privado del subsidio por desempleo en caso de pérdida del trabajo y, en el futuro, no podrá gozar de la cobertura por vejez, invalidez o muerte que ofrece la ley 24.241.






Asimismo, la ley pretende evitar la evasión en que incurre el empleador que no registra una relación de trabajo (o lo hace deficientemente en perjuicio del trabajador). Por eso, el sistema de los arts. 8/10 y 15 LNE sanciona fundamentalmente la falta de registración que coloca al dependiente en situación irregular (y en esto se asemeja al mentado objeto material o contenido del supuesto previsto en el artículo 1º de la ley 25.323, que atañe al caso en litigio), y secundariamente penaliza la inscripción defectuosa en relación a la verdadera fecha de ingreso o al real salario percibido por el dependiente en razón de los perjuicios que esos defectos pueden acarrear al empleado y por el efecto tributario ya aludido (cfr. arts. 8, 9 y 10 citados). 






En el presente caso no media esa situación de clandestinidad, analizando el tema tanto desde la perspectiva de la ley 24.013, como de la ley 25.323, artículo 1º, puesto que el trabajador sí se encontraba registrado, por lo que gozaba de los beneficios antedichos.





  
Aún en la hipótesis (que fue descartada) de considerar que el actor debiera percibir un salario superior al que se le abonaba, ello no implica la procedencia de la sanción prevista en el art. 1º de la ley 25.323 por cuanto la ley 24.013 (cuya finalidad, reitero, es la misma) sólo tipificó como conductas sancionables por los arts. 9 y 10 (fuera de la falta total de registración) las irregularidades registrales en orden a la fecha de ingreso y al salario y en tanto se trata de materia sancionatoria, ámbito en el que deben regir las pautas interpretativas más restrictivas, considero que no cabe aplicar la analogía en perjuicio del sancionado.






Por ello, propongo confirmar el decisorio de grado en cuanto rechaza la pretendida sanción. 

                                                   
En cambio, prosperará la queja vertida en orden al  progreso de la multa prevista en el art. 80 de la LCT. 

                                                     
Ello por cuanto, aún cuando el actor no hubiese dado cumplimiento a la intimación telegráfica de acuerdo a lo normado por el art. 3º del dec. 146/01, la entrega del certificado de trabajo integró el reclamo efectuado ante el Seclo.

                                                   
Si bien anteriormente esta Sala ha sostenido que la intimación prevista en el art. 80 de la L.C.T. (conf. dec. 146/01) no puede ser suplida por la iniciación de las actuaciones administrativas ante el Servicio de Conciliación Laboral Obligatoria (conf. esta Sala en su anterior integración, sent. 53.631 del 10/9/05 “Calderón Fernández José c/South Convention Center S.A. s/ despido”) lo cierto es que los Dres. Pirolo y Maza han sustentado la postura contraria al decir que, el reclamo efectuado ante el SECLO en el que se incluyó la pretensión de entrega del certificado previsto en el art. 80 de la L.C.T. debe entenderse razonablemente constitutivo del requerimiento que prevé la norma citada (esta Sala in re: “Rivero Daniel Hernán C/ Chamorro Cuenca Mariano y otro S/Despido”, Expte. 11.343/05, SD Nro. 94717 del 8/2/07).






En el sub lite, del acta obrante a fs. 3 surge que, entre los rubros reclamados ante el SECLO, se incluyó el “Art. 80 L.C.T…”, y la demandada no acreditó haber entregado la documentación en cuestión, pues los instrumentos cuya copia obra a fs. 23/24 y 26/27 fueron desconocidos por el accionante a fs. 44 y no se produjo prueba a fin de demostrar la autoría de las firmas y grafías allí insertas. En consecuencia, por razones de economía y celeridad procesal y toda vez que no tiene sentido práctico insistir sobre una opinión que no va a ser aceptada y, dejando a salvo mi opinión personal en contrario, propicio revocar lo decidido en la sentencia apelada, y hacer lugar a la condena por la multa prevista en el art. 45 de la ley 25.345 por la suma de $ 11.021,04 ($3.673,68 x 3), al reputarse cumplido el requisito formal para su procedencia.

                                              

De acuerdo a lo que llevo expuesto, corresponde fijar el monto de condena en la suma de $42.306,47 importe que deberá ser abonado dentro del plazo y con los intereses dispuestos en el pronunciamiento de origen, que arriban firmes a esta alzada. 
                                                 
En virtud de las argumentaciones expuestas y  con arreglo a lo establecido por el art. 279 del CPCCN, corresponde adecuar la imposición de costas y los honorarios al resultado del pleito que se ha dejado propuesto para resolver la apelación, por lo que devienen abstractos los recursos  interpuestos por el letrado de la parte actora a fs. 282vta., por la perito ingeniera en sistemas a fs. 269 y por la perito contadora a fs. 272.

                                       

En orden a ello y en función de dicho resultado, de acuerdo con el principio general que emana del art. 68 del CPCCN estimo que las costas de primera instancia deben ser impuestas a la demandada vencida en lo principal del reclamo. 

                                        
   
A tal fin, habida cuenta del mérito y extensión de la labor desarrollada por los profesionales que actuaron en estos autos y al nuevo resultado del pleito que he dejado propuesto, de acuerdo con las pautas que emergen del art. 6 y subs. de la ley 21.839,  de la  ley 24.432,  del  art. 38 de la L.O. y del dec. 16.638/57, estimo que, por las tareas llevadas a cabo en primera instancia, corresponde regular los honorarios de la representación y patrocinio letrado de las partes actora y demandada en el 16% y 12% respectivamente, los de las peritos ingeniera en sistemas y contadora en el 7% y 7% respectivamente, a calcularse sobre el monto de condena con intereses, y los de la perito calígrafa en la suma de $300, que se tienen por compensados con el adelanto de gastos ordenado a fs. 178, retirado a fs. 187. 

                                                   
En atención al resultado obtenido en esta instancia y lo dispuesto por los arts. 68 y 71 del CPCCN propongo imponer las costas de Alzada en un 40% a la parte actora y en un 60% a la demandada.

                                  
         

Finalmente, tomando en consideración el mérito y extensión de las labores desarrolladas en esta instancia, propongo que se regulen los honorarios de la representación y patrocinio letrado de las partes actora y demandada 25% y 25%, respectivamente, de la suma que les corresponda percibir a cada una de ellas por la totalidad de lo actuado en la instancia anterior (art. 14 ley 21.839).

El Dr. Miguel Ángel Maza dijo: adhiero a las conclusiones del voto de la Dra. Graciela A. González, por análogos fundamentos.




            Por lo que resulta del acuerdo que antecede (art.125, 2ª parte de la ley 18.345), el Tribunal RESUELVE: 1°) Modificar la sentencia de grado y elevar el monto de condena a la suma de PESOS CUARENTA Y DOS MIL TRESCIENTOS SEIS CON CINCUENTA Y SIETE CENTAVOS ($42.306,57), importe que deberá ser abonado en los plazos y con los accesorios fijados en el pronunciamiento de origen; 2°) Dejar sin efecto la distribución de las costas y las regulaciones de honorarios efectuadas en la anterior instancia; 3°) Imponer las costas de primera instancia a la demandada; 4º) Regular los honorarios de primera instancia de la representación y patrocinio letrado de las partes actora, demandada y peritos ingeniera en sistemas y contadora en el dieciséis por ciento (16%), doce por ciento (12%), siete por ciento (7%) y siete por ciento (7%) respectivamente, porcentajes éstos que, en la oportunidad prevista en el art.132 de la L.O., deben aplicarse sobre el monto de condena con intereses, y los de la perito calígrafa en la suma de $300, que se tienen por compensados con el adelanto de gastos ordenado a fs. 178, retirado a fs. 187; 5º) Imponer las costas de segunda instancia en un cuarenta por ciento (40%) a la parte actora y sesenta por ciento (60%) a la demandada; 6º) Fijar los honorarios de Alzada de las partes actora y demandada en el veinticinco por ciento (25%) para cada una  de lo que deban percibir respectivamente por sus trabajos en la instancia anterior.





Cópiese, regístrese, notifíquese y devuélvase.-

                        

 Miguel Ángel Maza  
       
       Graciela  A. González

mff      

    
     
    Juez de cámara


  Juez de cámara         









PAGE  
1
Expte. Nro. 26.268/08


